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En un primer vistazo, el número de 

plazas de las oposiciones penitencia-

rias de este año destaca en la oferta de 

empleo público (OPE). Más de mil pla-

zas para todo el país, en comparación 

con otros puestos, que buscan a 25 abo-

gados del Estado o a dos ingenieros 

agrónomos. El primer examen es en 

noviembre. Sin embargo, probable-

mente «ninguna de esas nuevas incor-

poraciones llegará a Castilla y León 

como primer destino», reseña el por-

tavoz de la Agrupación de los Cuerpos 

de la Administración de Instituciones 

Penitenciarias (Acaip), Joaquín Leyva. 

Y es que las vacantes que luego se con-

vocan para las nueve cárceles de la Co-

munidad están muy demandadas y «lo 

lógico es ofrecerlas antes para concur-

so de traslados», confirman desde la 

Secretaría de Instituciones Peniten-

ciarias. Es decir, a las cárceles de  Brie-

va (Ávila) o de Segovia sólo se llega tras 

acreditar años de experiencia, lo que 

descabalga de la competición a los vi-

gilantes jóvenes.  

La Comunidad es objeto de deseo 

para muchos trabajadores. En Acaip 

achacan este interés a cuestiones de 

arraigo o de cercanía al norte del país, 

pero no hay para todos y eso afecta a 

la estructura. «La media de edad de 

los funcionarios de Castilla y León está 

más cerca de los 55 años que de los 50, 

y eso provoca que haya más jubilacio-

nes y que muchos funcionarios pasen 

a la segunda actividad, al trabajo de 

oficina», especifica Leyva, «algo que, 

sumado a que no se ofertan plazas su-

ficientes, sólo ahonda el problema».  

Los datos que maneja el sindicato 

declaran que de las 2.854 plazas que 

deberían ocuparse en la Comunidad, 

hay ahora 2.171 cubiertas, lo que deja 

683 sin dueño. Dentro de poco «se ofer-

tan 180 plazas en concurso» (que se 

llenarán con funcionarios que quie-

ran mudarse a Castilla y León), pero 

sus cuentas hablan de un hueco cró-

nico en el sistema. 

«El problema de las vacantes lo 

arrastramos desde la crisis, ya que du-

rante cinco años no se convocaron pla-

zas», reconocen fuentes de la Secreta-

ría de Instituciones Penitenciarias, de-

pendientes del Ministerio del Interior. 

Al otro lado de las rejas, contabilizan 

a 3.530 presos distribuidos entre los 

centros de Valladolid, Topas, Soria, Se-

govia, Mansilla de las Mulas, Dueñas 

La Moraleja, Burgos, Brieva y Salaman-

ca. Hacen previsiones de personal, por 

supuesto, aunque «la administración 

no siempre es sensible a este déficit», 

admiten. Al menos, desde 2018 se con-

vocan en torno a 900 o a mil plazas por 

año, y en la Secretaría no auguran una 

recaída a raíz de la crisis pandémica. 

«La expectativa es de mejora», asegu-

ran. 

Sin embargo, el déficit en las plan-

tillas recrudece otras dificultades «en-

trelazadas», según Acaip. El hacina-

miento, por ejemplo. En otras pala-

bras, mucha gente en poco sitio, de lo 

que también derivan problemas de 

convivencia o de organización. Insti-

tuciones Penitenciarias rechaza cate-

góricamente que exista este problema 

y destacan la tendencia descendente 

de la población reclusa: tocó techo en 

2009, con más de 76.000 presos a ni-

vel nacional; pero diez años más tar-

de, ya estaba en poco más de 58.000.  

Leyva denuncia que no es una cues-

tión de cifras totales: «La administra-

ción juega con los números y con los 

metros cuadrados del conjunto, pero 

la falta de personal hace que se ten-

gan que cerrar módulos –que son los 

sectores donde se sitúan las celdas– 

por ausencia de vigilancia y tocamos 

a mucho más, además de que dificul-

ta la clasificación interna de presos y 

los tratamientos de reeducación», ex-

plica.  

Sin nueva ley 
Estas problemáticas se enmarcan en 

el descontento generalizado de la pro-

fesión, que enarbola toda una serie de 

reivindicaciones a nivel nacional y po-

nen el acento en la urgencia de mejo-

ras laborales. La asociación Tu Aban-

dono Me Puede Matar reclama una su-

bida salarial y escenificó sus quejas 

con grandes esqueletos y pancartas el 

día de la patrona de instituciones pe-

nitenciarias, cuando el ministro de In-

terior, Fernando Grande-Marlaska, vi-

sitó el centro penitenciario de Valla-

dolid, en Villanubla. El grupo de 

funcionarios se manifestó luego en el 

centro de la ciudad, aunque un cam-

bio de lugar de última hora provocó el 

enfado de la asociación, que aseguró 

que les «escondían de la vista del mi-

nistro». 

No han sido los únicos en apelar di-

rectamente a Grande-Marlaska. CSIF 

y Acaip-UGT han roto relaciones ofi-

cialmente. Los sindicatos indicaron 

que de ahora en adelante, sólo habla-

rán con el ministro, al que exigen que 

cumpla los compromisos que adqui-

rió sobre una nueva ley laboral y «de-

sencalle» la situación. «Tenemos la 

sensación de que somos el patito feo 

del Ministerio del Interior, que es ne-

cesario, pero al que no se reconoce», 

denunció el presidente de Acaip-UGT, 

José Ramón López. Sin embargo, has-

ta el momento, Marlaska sólo se ha de-

fendido asegurando que su relación 

con los sindicatos es «absolutamente 

fluida» y ha añadido que espera apro-

bar esa ley «en breve», recoge Ep.

Ser funcionario en la cárcel: las 
codiciadas plazas de Castilla y León
∑ Acaip habla de 

envejecimiento y calcula 

que harían falta más de 

600 trabajadores extra

Foso del centro penitenciario de Valladolid  // C. R. M.

Protesta de ‘Tu abandono me puede 

matar’   // C. R.

Durante los momentos más áridos 

de la pandemia, las cárceles se han 

transformado en ecosistemas ais-

lados del exterior. Eso sí, de gran 

tamaño y complejidad a nivel in-

terno. «Hemos mantenido bastan-

te el control, pero ha supuesto un 

esfuerzo titánico de las plantillas», 

indica Leyva, «los trabajadores 

éramos principal vector de conta-

gio y la llegada de recursos ha ha-

bido que pelearla centro a centro».  

No obstante, a comienzos de 

septiembre, ese esfuerzo se 

evidenciaba, alcanzándose el 90% 

de población presa vacunada con 

pauta completa, según datos que 

recoge la publicación interna La 

voz del patio. Entre marzo 2020 y 

agosto 2021 hubo un total de 

5.453 contagios entre internos y 

funcionarios de toda España, y se 

registraron 15 muertes (5 inter-

nos y 10 funcionarios).

«Esfuerzo titánico» para mantener los 
contagios de Covid a raya en los centros
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